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INTRODUCCIÓN
La peculiaridad del mundo comunitario, cuyos efectos para los entes locales ya fueron puestos de relieve en la introducción de nuestro primer informe, nos ha llevado a intentar superar el esquema planteado en un principio para los mismos, de manera que en lugar de limitarse a comunicar las novedades que en los distintos planos —normativo, jurisprudencial, etc.— se han podido producir en el periodo cubierto por cada informe intenta proporcionar informaciones útiles en relación con los distintos aspectos de la actividad de los entes locales que resultan afectados por el Derecho comunitario europeo.

En esa línea en el apartado de legislación se incluye en este segundo informe una descripción de la normativa comunitaria en un ámbito de actividad en que los entes locales asumen competencias, como es el de la gestión de residuos, señalando las líneas directrices conforme a las cuales se ordena esta cuestión por el Derecho comunitario, así como una descripción de los elementos principales de las tres Directivas que conforman lo que hemos denominado el marco general de esa regulación. En este punto debe apuntarse que este informe incorpora una novedad en relación con el anterior como es que no se incluye un apartado específico de novedades jurisprudenciales sino que en su lugar se ha optado por mencionar los pronunciamientos más significativos del Tribunal de Justicia comunitario en relación con las mencionadas Directivas de gestión de residuos. Este apartado de legislación se completa con la inclusión de un tratado internacional que aunque no forma parte del Derecho comunitario, sino que ha sido adoptado en el marco del Consejo de Europa, se centra de forma expresa en la acción de los entes locales, se trata de la Carta Europea de la Autonomía Local de 15 de octubre de 1985, que entraba en vigor el 1 de septiembre de 1988. Esta Carta, que entraba en vigor para España el 1 de marzo de 1989, obliga en este momento a cuarenta y tres Estados, todos los Estados miembros del Consejo de Europa excepto Andorra, Mónaco, Montenegro y San Marino.

El informe se completa con una referencia a los Programas y Proyectos puestos en marcha por las Comunidades Europeas que presentan un mayor interés para los entes locales. En este caso se atiende a tres Programas como son URB—AL, URBAN y Energía inteligente para Europa.

I. LEGISLACIÓN
CARTA EUROPEA DE AUTONOMÍA LOCAL

PREÁMBULO
Los Estados miembros del Consejo de Europa, firmantes de la presente Carta, considerando que el objetivo del Consejo de Europa es conseguir una unión más estrecha entre sus miembros, a fin de salvaguardar y promover los ideales y los principios que son su patrimonio común;

Considerando que uno de los medios para que este fin se realice es la conclusión de acuerdos en el campo administrativo;

Considerando que las Entidades locales son uno de los principales fundamentos de un régimen democrático;

Considerando que el derecho de los ciudadanos a participar en la gestión de los asuntos públicos forma parte de los principios democráticos comunes a todos los Estados miembros del Consejo de Europa;

Convencidos de que en este nivel local este derecho puede ser ejercido más directamente;

Convencidos de que la existencia de Entidades locales investidas de competencias efectivas permite una administración a la vez eficaz y próxima al ciudadano;

Conscientes de que la defensa y el fortalecimiento de la autonomía local en los diferentes países de Europa representan una contribución esencial en la construcción de una Europa basada en los principios de democracia y descentralización del poder;

Afirmando que esto supone la existencia de Entidades locales dotadas de órganos de decisión democráticamente constituidos que se benefician de una amplia autonomía en cuanto a las competencias, a las modalidades de ejercicio de estas últimas y a los medios necesarios para el cumplimiento de su misión,

Han convenido lo que sigue:

Primera parte

Artículo 1º. Las partes contratantes se comprometen a considerarse vinculadas por los artículos siguientes de la forma y en las condiciones prescritas por el artículo 12 de la presente Carta.

Artículo 2º. Fundamento constitucional y legal de la autonomía local. El principio de la autonomía local debe estar reconocido en la legislación interna y, en lo posible, en la Constitución.

Artículo 3º. Concepto de la autonomía local. 1. Por autonomía local se entiende el derecho y la capacidad efectiva de las Entidades locales de ordenar y gestionar una parte importante de los asuntos públicos, en el marco de la Ley, bajo su propia responsabilidad y en beneficio de sus habitantes.

2. Este derecho se ejerce por Asambleas o Consejos integrados por miembros elegidos por sufragio libre, secreto, igual, directo y universal y que pueden disponer de órganos ejecutivos responsables ante ellos mismos. Esta disposición no causará perjuicio al recurso a las asambleas de vecinos, al referéndum o a cualquier otra forma de participación directa de los ciudadanos, allí donde esté permitido por la Ley.

Artículo 4º. Alcance de la autonomía local. 1. Las competencias básicas de las Entidades locales vienen fijadas por la Constitución o por la Ley. Sin embargo, esta disposición no impide la atribución a las Entidades locales de competencias para fines específicos, de conformidad con la Ley.

2. Las Entidades locales tienen, dentro del ámbito de la Ley, libertad plena para ejercer su iniciativa en toda materia que no esté excluida de su competencia o atribuida a otra autoridad.

3. El ejercicio de las competencias públicas debe, de modo general, incumbir preferentemente a las autoridades más cercanas a los ciudadanos. La atribución de una competencia a otra autoridad debe tener en cuenta la amplitud o la naturaleza de la tarea o las necesidades de eficacia o economía.

4. Las competencias encomendadas a las Entidades locales, deben ser normalmente plenas y completas. No pueden ser puestas en tela de juicio ni limitadas por otra autoridad central o regional, más que dentro del ámbito de la Ley.

5. En caso de delegación de poderes por una autoridad central o regional, las Entidades locales deben disfrutar en lo posible de la libertad de adaptar su ejercicio a las condiciones locales.

6. Las Entidades locales deben ser consultadas, en la medida de lo posible, a su debido tiempo y de forma apropiada, a lo largo de los procesos de planificación y de decisión para todas las cuestiones que les afectan directamente.

Artículo 5º. Protección de los límites territoriales de las Entidades locales. Para cualquier modificación de los limites territoriales locales, las colectividades locales afectadas deberán ser consultadas previamente, llegado el caso, por vía de referéndum allá donde la legislación lo permita.

Artículo 6º. Adecuación de las estructuras y de los medios administrativos a los cometidos de las Entidades locales. 1. Sin perjuicio de las disposiciones más generales creadas por la Ley, las Entidades locales deben poder definir por sí mismas las estructuras administrativas internas con las que pretenden dotarse, con objeto de adaptarlas a sus necesidades específicas y a fin de permitir una gestión eficaz.

2. El Estatuto del personal de las Entidades locales debe permitir una selección de calidad, fundamentado en los principios de mérito y capacidad; a este fin, debe reunir condiciones adecuadas de formación, remuneración y perspectivas de carrera.

Artículo 7º. Condiciones del ejercicio de las responsabilidades a nivel local. 1. El Estatuto de los representantes locales debe asegurar el libre ejercicio de su mandato.

2. Debe permitir la compensación financiera adecuada a los gastos causados con motivo del ejercicio de su mandato, así como si llega el caso, la compensación financiera de los beneficios perdidos o una remuneración del trabajo desempeñado y la cobertura social correspondiente.

3. Las funciones y actividades incompatibles con el mandato del representante local no pueden ser fijadas más que por Ley o por principios jurídicos fundamentales.

Artículo 8º. Control administrativo de los actos de las Entidades locales. 1. Todo control administrativo sobre las Entidades locales no puede ser ejercido sino según las formas y en los casos previstas por la Constitución o por Ley.

2. Todo control administrativo de los actos de las Entidades locales no debe normalmente tener como objetivo más que asegurar el respeto a la legalidad y de los principios constitucionales.

Sin embargo, tal control podrá extenderse a un control de oportunidad, ejercido por autoridades de nivel superior, respecto de las competencias cuya ejecución se haya delegado en las Entidades locales.

3. El control administrativo de las Entidades locales debe ejercerse manteniendo una proporcionalidad entre la amplitud de la intervención de la autoridad de control y la importancia de los intereses que pretende salvaguardar.

Artículo 9º. Los recursos financieros de las Entidades locales. 1. Las Entidades locales tienen derecho, en el marco de la política económica nacional, a tener recursos propios suficientes de los cuales pueden disponer libremente en el ejercicio de sus competencias.

2. Los recursos financieros de las Entidades locales deben ser proporcionales a las competencias previstas por la Constitución o por la Ley.

3. Una parte al menos de los recursos financieros de las Entidades locales debe provenir de ingresos patrimoniales y de tributos locales respecto de los que tengan la potestad de fijar la cuota o el tipo dentro de los límites de la Ley.

4. Los sistemas financieros sobre los cuales descansan los recursos de que disponen las Entidades locales deben ser de una naturaleza suficientemente diversificada y evolutiva como para permitirles seguir, en la medida de lo posible y en la práctica, la evolución real de los costes del ejercicio de sus competencias.

5. La protección de las Entidades locales financieramente más débiles reclama la adopción de procedimientos de compensación financiera o de las medidas equivalentes destinadas a corregir los efectos del desigual reparto de las fuentes potenciales de financiación, así como de las cargas que les incumben. Tales procedimientos o medidas no deben reducir la libertad de opción de las Entidades locales, en su propio ámbito de competencia.

6. Las Entidades locales deben ser consultadas según formas apropiadas sobre las modalidades de adjudicación a éstas de los recursos redistribuidos.

7. En la medida de lo posible, las subvenciones concedidas a las Entidades locales no deben ser destinadas a la financiación de proyectos específicos. La concesión de subvenciones no deberá causar perjuicio a la libertad fundamental de la política de las Entidades locales, en su propio ámbito de competencia.

8. Con el fin de financiar sus gastos de inversión, las Entidades locales deben tener acceso de conformidad con la Ley, al mercado nacional de capitales.

Artículo 10º. El derecho de asociación de las Entidades locales. 1. Las Entidades locales tienen el derecho, en el ejercicio de sus competencias, de cooperar y, en el ámbito de la Ley, asociarse con otras Entidades locales para la realización de tareas de interés común.

2. El derecho de las Entidades locales de integrarse en una asociación para la protección y promoción de sus intereses comunes y el de integrarse en una asociación internacional de Entidades locales deben ser reconocidos por cada Estado.

3. Las Entidades locales pueden, en las condiciones eventualmente previstas por la ley, cooperar con las Entidades de otros Estados.

Artículo 11º. Protección legal de la autonomía local. Las Entidades locales deben disponer de una vía de recurso jurisdiccional a fin de asegurar el libre ejercicio de sus competencias y el respeto a los principios de autonomía local consagrados en la Constitución o en la legislación interna.

Segunda parte

DISPOSICIONES VARIAS
Artículo 12º. Compromisos. 1. Cada parte contratante se compromete a considerarse vinculada por veinte, al menos, de los apartados de la primera parte de la Carta de los que, al menos, diez deberán ser elegidos entre los apartados siguientes:

Artículo 2.

Artículo 3, apartados 1 y 2.

Artículo 4, apartados 1, 2 y 4.

Artículo 5.

Artículo 7, apartado 1.

Artículo 8, apartado 2.

Artículo 9, apartados 1, 2 y 3.

Artículo 10, apartado 1.

Artículo 11.

2. Cada Estado contratante en el momento de depositar los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación, notificará al Secretario general del Consejo de Europa los párrafos elegidos conforme a lo dispuesto en el párrafo uno del presente artículo.

3. Cada parte contratante podrá, en cualquier momento posterior, declarar por notificación dirigida al Secretario general que se considera vinculada por cualquier otro apartado que figure en esta Carta, que no hubiese todavía aceptado conforme a las disposiciones del apartado uno del presente artículo. Estos compromisos ulteriores serán considerados parte integrante de la ratificación, aceptación y aprobación de la parte que hace la notificación y surtirán los mismos efectos desde el día primero del mes siguiente al término del trimestre posterior a la fecha de recepción de la notificación por el Secretario general.

Artículo 13º. Entidades a las cuales se aplica la Carta. Los principios de autonomía local contenidos en la presente Carta se aplican a todas las categorías de Entidades locales existentes en el territorio de la parte contratante. Sin embargo cada parte contratante puede, en el momento de depositar los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Carta, designar las categorías de Entidades locales y regionales a las que quiere limitar el campo de aplicación o que quiere excluir del campo de aplicación de la presente Carta. Puede igualmente incluir otras categorías de Entidades locales o regionales en el campo de aplicación de la Carta por vía de comunicación posterior escrita al Secretario general del Consejo de Europa.

Artículo 14º. Comunicación de información. Cada parte contratante transmitirá al Secretario general del Consejo de Europa toda la información apropiada relativa a las disposiciones legislativas y otras medidas que hubiera tomado con el fin de adaptarse a los términos de esta Carta.

Tercera parte

Artículo 15º. Firma, ratificación y entrada en vigor. 1. La presente Carta está abierta a la firma de los Estados miembros del Consejo de Europa. Será ratificada, aceptada o aprobada. Los documentos de ratificación, aceptación o aprobación serán presentados ante el Secretario general del Consejo de Europa.

2. La presente Carta entrará en vigor el día 1 del mes siguiente al trimestre posterior a la fecha en que cuatro Estados miembros del Consejo de Europa hayan expresado su consentimiento de quedar vinculados por la Carta, conforme a lo dispuesto en el apartado anterior.

3. Respecto de cualquier otro Estado miembro que haya expresado ulteriormente su consentimiento de quedar vinculado por la Carta, ésta entrará en vigor el día 1 del mes siguiente al trimestre posterior a la fecha del deposito del instrumento de ratificación, de aceptación o de aprobación.

Artículo 16º. Cláusula territorial. 1. Todo Estado podrá, en el momento de la firma o en el momento del depósito de su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, designar el o los territorios a los que se aplicará la presente Carta.

2. En cualquier momento posterior, por declaración dirigida al Secretario general del Consejo de Europa, cada Estado podrá extender la aplicación de la presente Carta a cualquier otro territorio que se designe en dicha declaración. Con respecto a este territorio, la Carta entrará en vigor el día 1 del mes siguiente al trimestre posterior a la fecha de la recepción de la declaración por el Secretario general.

3. Toda declaración hecha en virtud de los dos párrafos anteriores podrá ser retirada en lo que concierne a todos los territorios designados en esta declaración por notificación al Secretario general. Tal retirada tendrá efecto el día 1 del mes siguiente al semestre posterior a la fecha de recepción de la notificación por el Secretario general.

Artículo 17º. Denuncia. 1. Ninguna parte contratante puede denunciar la presente Carta antes de que finalice un período de cinco años desde la fecha en la cual la Carta entró en vigor en lo que la concierne. Será notificado con una anticipación de seis meses al Secretario general del Consejo de Europa. Esta denuncia no afecta a la validez de la Carta con respecto a las otras partes contratantes, siempre que el número de aquéllas no sea nunca inferior a cuatro.

2. Cada parte contratante puede, según las disposiciones enunciadas en el apartado anterior, denunciar cualquier apartado de la primera parte de la Carta que haya aceptado, siempre que el número y la categoría de los apartados a los cuales esta parte contratante está obligada permanezcan conformes a las disposiciones del artículo 12 apartado 1. Cada parte contratante que, como consecuencia de la denuncia de un apartado, no se ajuste a las disposiciones del artículo 12, apartado 1, será considerada como si hubiese denunciado igualmente la Carta en sí misma.

Artículo 18º. Notificación. El Secretario general del Consejo de Europa notificará a los Estados miembros del Consejo:

a) Cualquier firma.

b) El depósito de cualquier instrumento de ratificación, aceptación y aprobación.

c) Cualquier fecha de entrada en vigor de la presente Carta, de conformidad con su artículo 15.

d) Cualquier notificación recibida en aplicación de las disposiciones del artículo 12, apartados 2 y 3.

e) Cualquier notificación recibida en aplicación de las disposiciones del artículo 13.

f) Cualquier otro acto, notificación o comunicación relativos a la presente Carta.

En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados al efecto, firman la presente Carta.

Hecho en Estrasburgo, hoy día 15 de octubre de 1985, en francés e inglés, siendo ambos textos igualmente auténticos, en un único ejemplar, que queda depositado en los archivos del Consejo de Europa. El Secretario general del Consejo de Europa transmitirá copias certificadas conformes a cada Estado miembro del Consejo de Europa.

GESTIÓN DE RESIDUOS: MARCO GENERAL
La regulación a nivel comunitario de la gestión de residuos está compuesta por un número elevado de disposiciones de naturaleza muy casuística. No obstante, puede apuntarse la existencia de un marco general de regulación compuesto por las siguientes normas:

— Directiva 2006/12 sobre residuos;

— Directiva 1999/31 sobre vertido de residuos; y

— Directiva 2000/76 sobre incineración de residuos

Más allá de este marco general el Derecho comunitario se ha ocupado de regular la gestión de determinados tipos de residuos agrupándolos como sigue:

a) Residuos peligrosos (se regula su gestión controlada y el control de los movimientos transfronterizos de estos residuos)
b) Residuos generados por los bienes de consumo (como los envases, los PCB y PCT, las pilas y acumuladores usados, los aceites usados, los vehículos al final de su vida útil, la reutilización, reciclado y valorización de los vehículos de motor, los PVC’s y los residuos de aparatos eléctricos y electrónicos).
c) Residuos generados por la actividad humana (los de las industrias extractivas, el desmantelamiento de buques, la retirada y eliminación de instalaciones marítimas de petróleo y gas en desuso, la utilización de los lodos de depuradora en agricultura y las instalaciones portuarias receptoras de deshechos de buques y residuos de carga, y finalmente, el dióxido de titanio).
d) Residuos y sustancias radiactivos (se regula la vigilancia y control de sus movimientos, traslado y gestión del combustible nuclear gastado).

A continuación señalaremos alguno de los elementos esenciales del contenido de las tres Directivas que constituyen el marco general de regulación en este ámbito.

1. Directiva 2006/12/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2006, relativa a los residuos (DOUE nº L 114, de 27 de abril de 2006).
Las medidas recogidas en esta Directiva se aplican a las sustancias u objetos de los que se desprenda su poseedor o tenga la obligación de desprenderse en virtud de las disposiciones nacionales de los Estados miembros. No se aplica a los efluentes gaseosos, ni a los residuos radiactivos, residuos minerales, cadáveres de animales, residuos agrarios, aguas residuales y explosivos desclasificados cuando esos diferentes tipos de residuos estén sujetos a una reglamentación comunitaria específica.

Los Estados miembros deben prohibir el abandono, el vertido y la eliminación incontrolada de residuos. Deben fomentar la prevención, el reciclado y la transformación de los residuos para poder reutilizarlos. Las medidas prevén una cooperación entre Estados miembros con vistas al establecimiento de una red integrada y adecuada de instalaciones de eliminación que debe permitir la eliminación de los residuos en una de las instalaciones más próximas, garantizando un elevado nivel de protección del medio ambiente. Los Estados miembros deben obligar a los poseedores de residuos a entregarlos a recolectores públicos o privados o a una empresa de gestión, o a ocuparse ellos mismos de su eliminación con arreglo a las disposiciones que figuran en estas medidas.

Las empresas o establecimientos que se ocupen del tratamiento, almacenamiento o depósito de residuos por cuenta ajena así como las empresas de transporte, recogida, almacenamiento, depósito o tratamiento de sus propios residuos o de los de terceros deben obtener una autorización de la autoridad competente, que regule principalmente los tipos y cantidades de residuos que hayan de tratarse, las prescripciones técnicas generales, así como las precauciones que deban tomarse. Las autoridades competentes podrán verificar periódicamente si se respetan estas condiciones de autorización. Los centros de aprovechamiento y las empresas que eliminen por sí mismas sus propios residuos también deben recibir una autorización. El coste de la eliminación de los residuos debe recaer en el poseedor que los remita a un recolector o a una empresa, así como en los anteriores poseedores o en el fabricante del producto generador de los residuos, en virtud del principio de que «quien contamina, paga». 

Todavía no hay jurisprudencia del Tribunal de Justicia sobre esta Directiva pero la Comisión ha publicado una serie de directrices, basadas en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, para ayudar a las autoridades competentes y al sector privado a determinar si un producto constituye o no un residuo (Comunicación de la Comisión relativa a la Comunicación interpretativa sobre residuos y subproductos: COM (2007) 59 final, de 21 de febrero de 2007).
2. Directiva 99/31/CE del Consejo, de 26 de abril 1999 relativa al vertido de residuos (DOUE nº L 182, de 16 de julio de 1999).
La presente Directiva tiene por objeto prevenir o reducir los efectos ambientales negativos del vertido de residuos, y en particular por lo que respecta a las aguas de superficie, las aguas subterráneas, el suelo, el aire y la salud humana. Enumera las distintas categorías de residuos (residuos municipales, peligrosos, no peligrosos, inertes) y se aplica a todos los vertederos, definidos como emplazamientos de eliminación de los residuos mediante el depósito de los residuos en la superficie o bajo tierra. Quedarán excluidas del ámbito de aplicación de la presente Directiva las actividades de esparcimiento de lodos, la utilización de residuos inertes adecuados en obras de restauración/acondicionamiento en vertederos, etc.

Con el fin de evitar riesgos se ha establecido un procedimiento uniforme para la emisión de los residuos: los residuos deberán haber sido objeto de tratamiento antes de ser depositados en un vertedero de residuos y los vertederos deberán almacenar los residuos correspondientes a su categoría.  No se admitirán en los vertederos los residuos líquidos, los inflamables, los residuos explosivos u oxidantes, los residuos hospitalarios o clínicos infecciosos y los neumáticos usados. La Directiva establece un procedimiento de autorización de la explotación de un vertedero. 

Los Estados miembros garantizarán que los vertederos existentes sólo puedan seguir funcionando en la medida en que en ellos se apliquen, lo antes posible, las disposiciones de la Directiva.

Esta Directiva ha sido objeto de varias sentencias del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, entre las que podemos destacar las siguientes:

a) Sentencia del Tribunal de Justicia de 26 de abril de 2007, Comisión contra Italia, as. C-135/05, en la que se declara el incumplimiento de Italia, entre otras, de la citada Directiva al no haber adoptado diversas medidas impuestas por el Derecho comunitario en esta materia, como las referidas a:

— La valorización o eliminación de los residuos sin poner en peligro la salud del hombre y sin utilizar procedimientos ni métodos que puedan perjudicar el medio ambiente; así como la prohibición del abandono, el vertido y la eliminación incontrolada de residuos.

— La obligación de todo poseedor de residuos o bien de de entregarlos a un recolector privado o público o a una empresa que efectúe las operaciones de eliminación o valorización, o de ocuparse él mismo de la valorización o la eliminación de dichos residuos, de acuerdo con las disposiciones de la Directiva 75/442.

— La obligación de autorización de la autoridad competente para cualquier establecimiento o empresa que efectúe las operaciones de eliminación de residuos.

— La obligación de registro e identificación de los residuos peligrosos en todos los lugares donde los mismos se viertan (descarguen).

— La obligación de que la entidad explotadora de un vertedero, al que se haya concedido autorización ya esté en funcionamiento el 16 de julio de 2001, elabore y someta a la aprobación de la autoridad competente, antes del 16 de julio de 2002, un plan de acondicionamiento del mismo que incluya los datos relativos a las condiciones de la autorización así como cualquier medida correctora que la entidad explotadora juzgue necesaria; y para que, una vez presentado el plan de acondicionamiento, las autoridades competentes adopten una decisión definitiva sobre la posibilidad de continuar las operaciones, cerrando lo antes posible las instalaciones que no hayan obtenido autorización para continuar sus actividades, o autorizando las obras necesarias y fijando un período transitorio para la realización del plan”.
b) Sentencia del Tribunal de Justicia de 14 de abril de 2005, Deponiezweckverband Eiterköpfe, as. C-6/03, en la que se interpreta el artículo 5, apartados 1 y 2, de la Directiva 1999/31/CE en el sentido de que no se opone a una medida nacional que:

— establezca límites para la admisión en vertederos de residuos biodegradables inferiores a los señalados por la Directiva, incluso cuando estos límites sean tan bajos que obliguen a someter dichos residuos a un tratamiento mecánico-biológico o a incinerarlos con anterioridad a su vertido,

— fije plazos más cortos que los de la Directiva para reducir la cantidad de residuos destinados a vertederos;

— no sólo se aplique a los residuos biodegradables, sino también a las sustancias orgánicas no biodegradables; y

— no sólo se aplique a los residuos municipales, sino también a otros residuos que sean eliminables como residuos municipales”.

c) Sentencia del Tribunal de Justicia de 16 de octubre de 2003, Comisión contra Reino Unido, as. C-423/02, en la que el Tribunal concluye que el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 18 de la Directiva 1999/31/CE al no haber adoptado todas las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en la citada Directiva.
3. Directiva 2000/76/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de diciembre de 2000, relativa a la incineración de residuos (DOUE nº L 332, de 28 de diciembre de 2000).
La incineración de residuos peligrosos o no peligrosos puede producir emisiones de sustancias que contaminan la atmósfera, el agua y el suelo y tienen efectos nocivos para la salud de las personas. 

Al margen de la incineración de los residuos municipales no peligrosos, el ámbito de aplicación de esta Directiva se extiende a la incineración de los residuos no municipales ni peligrosos (como lodos de depuración, neumáticos y residuos de hospitales) y  algunos residuos peligrosos, como aceites usados y disolventes. Al mismo tiempo, trata de integrar en la legislación vigente los avances técnicos en materia de control de las emisiones de los procedimientos de incineración y asegurar el cumplimiento de los compromisos internacionales adquiridos por la Comunidad en materia de reducción de la contaminación, en particular los compromisos relativos al establecimiento de valores límite para las emisiones de dioxinas, mercurio y polvo ocasionadas por la incineración de residuos (Protocolos firmados en 1998 en el marco del Convenio de la Comisión Económica de las Naciones Unidas sobre la contaminación atmosférica transfronteriza a larga distancia). La Directiva se basa en un planteamiento integrado: a los valores límite actualizados para las emisiones atmosféricas se añaden los límites correspondientes a los vertidos en el agua.

Esta Directiva se aplica no sólo a las instalaciones destinadas a la incineración de residuos («Instalaciones de incineración especializadas»), sino también a las instalaciones de «coincineración» (instalaciones que tienen como objetivo fundamental producir energía o productos materiales y que utilizan residuos como combustible habitual o complementario, que reciben tratamiento térmico para su eliminación). Todas estas instalaciones deberán disponer de una autorización.. Con objeto de garantizar la realización total de la combustión de los residuos, la Directiva prevé la obligación de que todas las instalaciones mantengan los gases resultantes de la incineración y de la coincineración a una temperatura mínima de 850° C durante al menos 2 segundos. Si se incineran residuos peligrosos que contengan más del 1% de sustancias organohalogenadas, expresadas en cloro, la temperatura debe elevarse hasta 1 100° C durante dos segundos como mínimo. El calor generado durante el proceso de incineración deberá recuperarse en la medida de lo posible. Los residuos del proceso de incineración deben reducirse al mínimo y reciclarse en la medida de lo posible. Al transportar residuos secos deben tomarse precauciones para evitar su dispersión en el medio ambiente.

Hasta este momento el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas se ha pronunciado una sola vez en relación con esta Directiva, en concreto en su sentencia de 5 de julio de 2007, Comisión contra Italia, as. C-255/05, en la que concluye que este Estado ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 12, apartado 1, de la Directiva, al no haber puesto a disposición del público la declaración de inicio de actividad de la «tercera línea» de la citada incineradora en uno o varios lugares de acceso público y durante un plazo de tiempo adecuado, de tal manera que pudieran presentarse observaciones antes de que la autoridad competente tomara una decisión, y al no haber puesto a disposición del público las resoluciones relativas a dicha declaración, con inclusión de una copia de la autorización.

II. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES 

En esta sección se hará referencia a documentos que resulten de interés a los fines de nuestro informe y que no entren en las otras categorías. En ese sentido son dos los tipos de referencias que normalmente se podrán encontrar, por una parte, documentos preparatorios que pueden conducir a la adopción de actos normativos y, por otro, menciones a las distintas iniciativas y programas comunitarios que pueden ser de interés para los entes locales.

DOCUMENTOS PREPARATORIOS
Son varios los documentos adoptados por el Comité de las Regiones desde el informe anterior en los que se alude a los entes locales desde diversas aproximaciones, entre ellos destacamos los siguientes:

1. Dictamen del Comité de las Regiones sobre igualdad de oportunidades y deporte (DOUE nº C 305, de 15 de diciembre de 2007).

En el que se parte de la base de que el deporte puede usarse para combatir la discriminación y desigualdad, tanto en su propio entorno como en la sociedad en general, y promover valores sociales como el espíritu de equipo, el juego limpio, la cooperación, la tolerancia y la solidaridad. Con ese fin se apunta que las autoridades locales y regionales deberían planificar, desarrollar y promover la igualdad a través de su oferta de deporte y servicios. Determinados grupos sociales tienden a practicar menos deporte, están escasamente representados en los ámbitos decisorios y, por una serie de razones, están excluidos de ciertas instalaciones deportivas; en  muchos países, la administración deportiva no refleja la diversidad de la comunidad a la que sirve. Los entes locales y regionales deberían animar a los participantes y espectadores de todas las procedencias a los acontecimientos deportivos y protegerles de todo maltrato y acoso; facilitarles sin discriminación instalaciones deportivas que posean, gestionen, financien directa o indirectamente o que tengan cedidas para la actividad deportiva; animar a personas de todos los grupos a participar en todos los sectores de la dirección, la gestión y el entrenamiento deportivos; estas funciones deberían convertirse en indicador de los resultados globales de los entes locales y regionales. Los entes locales y regionales deberían aprender de las experiencias de otros entes en Europa y en todo el mundo, y promover las buenas prácticas en el ámbito local y regional. La Unión Europea debería establecer una norma para que los entes locales y regionales promuevan la igualdad de oportunidades en el deporte y en la oferta deportiva. En este sentido, el Comité de las Regiones presenta una Carta para la igualdad en el deporte.

2. Resolución del Comité de las Regiones sobre el Programa legislativo y de trabajo de la Comisión Europea y las prioridades del Comité de las Regiones para 2008 (Pleno de 6 y 7 de febrero de 2008, CDR 332/2007, no publicado en DOUE).
El Comité de las Regiones señala sus prioridades para el año en curso, centradas en la reforma institucional de la Unión y en la aproximación al ciudadano, concediendo especial importancia a los principios de subsidiariedad y proporcionalidad que subraya como principios para una Europa mejor. Además, reitera su compromiso de contribuir activamente a la realización del objetivo de la cohesión territorial; anunciando la constitución de un grupo de trabajo en se seno a esos efectos. Por otra parte destaca que, en la medida en que los principales elementos de la Estrategia de Lisboa se articulan fundamentalmente en torno a las regiones urbanas, el éxito de la misma debería asociarse con el refuerzo de la política urbana, en particular en las zonas metropolitanas. Asimismo destaca la contribución del nivel local y regional a las políticas de sostenibilidad en el marco de una asociación institucional plurianual (a este respecto recordamos el Dictamen del Comité de las Regiones de agosto de 2007 sobre la contribución de los entes locales y regionales a la estrategia europea de desarrollo sostenible, incluido en el informe anterior). También manifiesta su intención de demostrar la contribución de los entes locales y regionales a la protección, en varios niveles, de los derechos fundamentales en la Unión Europea; y, por último, recuerda lo fundamental que es la participación de los entes locales y regionales en el proceso de ampliación para la aplicación del acervo comunitario;
3. Dictamen del Comité de las Regiones sobre el tema Envejecer mejor en la sociedad de la información (Pleno de 28 y 29 de noviembre de 2007, COR 084/2007, no publicado en DOUE).

En este documento se pide a los entes locales y regionales europeos que utilicen exhaustivamente las oportunidades de las TIC para responder a los retos de una población que envejece y así mejorar la calidad de vida de las personas de más edad, que las mantengan integradas en las comunidades locales y que promuevan la competitividad local y regional ofreciendo servicios personalizados. En ese sentido pide que los entes locales y regionales tengan más peso en el diseño de los programas de investigación comunitarios y nacionales, así como en las actividades orientadas a las soluciones de TIC para el envejecimiento, como reconocimiento del hecho de que los efectos del envejecimiento demográfico son más evidentes a escala local, y que los entes locales y regionales son importantes usuarios de tales soluciones. Además, insta a los entes locales y regionales a difundir la información sobre esta cuestión, a elaborar estrategias sobre cómo organizar una prestación de servicios adaptada a las nuevas circunstancias y a incrementar las asociaciones locales entre las distintas partes interesadas.
4. Dictamen del Comité de las Regiones sobre Una Agenda europea para la cultura en un mundo en vías de globalización (CDR 172/2007, Pleno de 28 y 29 de noviembre de 2007, no publicado en DOUE).

El Comité de las Regiones subraya el papel capital de los entes locales y regionales a la hora de fomentar e impulsar la cultura, sobre todo en el marco de la preservación del patrimonio cultural y como promotores de la innovación cultural. Asimismo llama la atención sobre las oportunidades especiales que ofrece el turismo cultural para el desarrollo económico de muchas regiones. Lamenta, no obstante, que, con vistas a la creación de una Agenda Europea para la Cultura en un mundo en vías de globalización, la Comisión Europea no se remita a las numerosas cooperaciones entre ciudades, entes locales y regiones,y que en su Comunicación no ofrezca información alguna sobre la financiación de las grandes ambiciones de la Agenda para la cultura. Advierte que debe prestarse atención a los niveles subnacionales, que en gran medida son responsables de la cultura, y a que se originen los menores gastos burocráticos posibles

5. Dictamen del Comité de las Regiones sobre el IV Informe sobre la cohesión económica y social (Pleno de 6 y 7 de febrero de 2008, CDR 97/2007 rev. 1, no publicado en DOUE).

En este documento se afirma que, pese a los progresos de la Unión en la reducción de las disparidades, persisten los desequilibrios de desarrollo y Europa debe hacer frente a nuevos desafíos —globalización, transformaciones demográficas, cambio climático, etc.— en el nivel regional y local. El Comité de las Regiones considera que, gracias a su enfoque horizontal, la política de cohesión debe seguir desempeñando un papel central para superar los retrasos de desarrollo y aumentar la competitividad a nivel local y regional. Asimismo, se declara convencido de que la cohesión territorial se convertirá en una característica más marcada de la política de cohesión, y horizontalmente de las políticas temáticas, una vez ratificado el Tratado de Reforma. En ese sentido expresa su deseo de que la Comisión Europea integre el concepto del efecto de palanca de la política de cohesión en su V informe intermedio sobre la cohesión económica, social y territorial y presente un planteamiento general sobre las futuras interacciones de las políticas de la Unión con la política de cohesión; con ese fin ofrece su apoyo a las instituciones y los entes regionales y locales de la Unión para elaborar propuestas sobre las futuras orientaciones de la política de cohesión europea.

6. Dictamen del Comité de las Regiones sobre El papel de la educación y de las medidas de concienciación en el fomento del desarrollo sostenible (Pleno de 6 y 7 de febrero de 2008, CDR 127/2007, no publicado en DOUE).

Este Dictamen destaca que la educación para el desarrollo sostenible no puede ser aplicada de manera eficaz sin la participación de los entes regionales y de las comunidades locales, puesto que en muchos Estados miembros los entes locales y regionales desempeñan un papel fundamental en la educación de la opinión pública sobre desarrollo sostenible. Por esa razónsolicita una educación para la sostenibilidad que debe incluir en los programas de estudio un tratamiento más amplio de la protección del medio ambiente y educación para la ciudadanía y para la salud, con el objetivo de aumentar la concienciación y el interés de la sociedad. Ademásrecomienda la creación de un portal atractivo en Internet con un contenido que se actualice frecuentemente, con publicidad y material educativo dirigido a profesores, asociaciones, gobiernos locales y cuantos están interesados en la promoción del desarrollo sostenible. Por otra partepide a los entes locales y regionales que colaboren con los medios de comunicación para desempeñar un papel principal que debería consistir en dar a conocer la idea del desarrollo sostenible, transmitir sus principios fundamentales y sus ventajas con un lenguaje que sea comprensible para el número más amplio de destinatarios posible, así como en fomentar el debate público sobre estos temas y hacer un seguimiento de los mismos. Asimismoanima a los medios de comunicación a tomar la iniciativa tanto a la hora de dar a conocer los resultados de la educación para el desarrollo sostenible como a la hora de elaborar presentaciones de las medidas y actividades de los entes locales y regionales en horarios adecuados para las personas a las que se dirigen esas actividades.

7. Dictamen del Comité de las Regiones sobre Adaptación al cambio climático en Europa: opciones de actuación para la Unión Europea (Pleno de 6 y 7 de febrero de 2008, CDR 118/2007, no publicado en DOUE).

El Comité de las Regiones pide a la Comisión que reconozca la importancia de los entes locales y regionales en el desarrollo y la aplicación de medidas de adaptación al cambio climático, así como la necesidad de dotarles de competencias y respaldo para que desarrollen estrategias de adaptación. Coincide con la evaluación de impacto del cambio climático en la geografía física y en los ecosistemas de todo el mundo; sin embargo, cree que debe darse a los aspectos económicos y sociales de la adaptación al cambio climático la misma consideración que se ha dado a los aspectos medioambientales en el Libro Verde. Reconoce la amenaza que el cambio climático supone para nuestros ciudadanos y nuestro entorno, pero cree que iniciar pronto la adaptación es una ocasión para fundar comunidades sostenibles y economías locales y regionales competitivas mediante la creación de nuevos ámbitos de conocimiento y oportunidades de empleo y aprovechando con la máxima eficacia nuestros recursos a través de un uso sostenible. Respalda a la Comisión en su llamamiento a una actuación precoz, particularmente en aquellos ámbitos en los que el impacto es más cierto o en los que la falta de actuación o de aplicación del principio de cautela supondría un riesgo significativo para la sociedad, la economía y el medio ambiente de los Estados miembros. La adaptación al cambio climático será costosa, pero el Informe Stern demuestra que no hacer nada es la opción más cara. El Comité de las Regiones considera que corresponde a los políticos locales, regionales y nacionales la responsabilidad de abrir el camino para hacer de la adaptación al cambio climático una prioridad;considera que probablemente uno de los grandes retos será la migración a gran escala, tanto desde terceros países hacia la Unión como entre Estados miembros y también entre regiones y dentro de éstas. Las necesidades de gestión de la vivienda, las infraestructuras, la sanidad y los servicios públicos que surgirán a consecuencia de esta migración deberán ser planificadas y resueltas por los entes locales y regionales;pide que se revisen el presupuesto, los programas, las políticas y especialmente la legislación clave de la Unión Europea a la luz de los nuevos parámetros a que dará lugar el cambio climático. En particular, el Comité pide que la adaptación al cambio climático se incluya en la revisión del presupuesto de 2008

INICIATIVAS Y PROGRAMAS
En línea con lo recogido en nuestro primer informe y con el objetivo de dar una visión lo más actualizada y aprovechable posible de las iniciativas de carácter comunitario que interesan a los entes locales, comenzaremos recordando que en este momento se encuentra abierta, en el marco del programa Ciudadanos por Europa, la acción 1, medida 1.1: Hermanamientos, que fue analizada en el informe anterior y cuyo plazo de presentación se encuentra abierto hasta el 1 de abril para encuentros que se celebren entre el 1 de agosto y el 30 de septiembre. Además vamos a introducir dos nuevos Programas.

1. URBAL—AL

Aunque no hay en estos momentos una convocatoria abierta, es el momento más adecuado para su presentación ya que se ha anunciado por la Comisión el lanzamiento de una nueva fase, la tercera, para el período 2008-2012, con una financiación de 50 millones de euros. El objetivo fundamental de este Programa es el fomento del intercambio de experiencias, tanto a nivel político como técnico, entre colectividades locales de Europa y América Latina mediante el desarrollo de redes de cooperación descentralizada sobre temas y problemas concretos de desarrollo local urbano. 

Lanzado en 1995, URB—AL ya reunió a más de 680 colectividades locales alrededor de proyectos que afectan distintos temas como la droga, el medio ambiente, la participación ciudadana, la lucha contra la pobreza, el transporte, la seguridad, el urbanismo, el desarrollo económico, la sociedad de la información o también la democracia. En 10 años, se han organizado aproximadamente 40 reuniones internacionales, que han reunido a más de 10.000 personas. Además se han puesto en marcha 13 redes temáticas que coordinan a más de 2500 colectividades locales, asociaciones, ONG’s, sindicatos, universidades o empresas.

En el marco de este Programa se han realizado más de 180 proyectos por un importe total de varios millones de euros y que han tenido entre sus objetivos: 

— Reforzar la capacidad de acción de las ciudades y de las regiones en el desarrollo social, económico y cultural, incluso por la creación de nuevos equipamientos o servicios públicos.

— Desarrollar la capacidad de gestión de las colectividades locales mediante la formación de los recursos humanos.

— Promover la asociación entre colectividades locales y representantes de la sociedad civil.

— Aumentar la participación de las colectividades locales (y, en particular, la participación de las más pequeñas) en el ámbito internacional.

— Difundir las buenas prácticas de desarrollo local europeas y latinoamericanas respetando las especificidades locales.

Las iniciativas europeas que permiten la financiación de ciertas acciones para los ayuntamientos se completan con las indicaciones que se dan en la convocatoria de las ayudas y en los programas de trabajo. Estos documentos no pretenden ser otra cosa que una guía que orienta el camino a resultados concretos, generalmente de carácter anual. En este caso concreto y aunque como hemos dicho no hay todavía una convocatoria abierta, sí existe ya un programa de trabajo del que es importante conocer la siguiente información: 

El objetivo fundamental de este año 2008 es contribuir al proceso de cohesión social y territorial de las comunidades locales y regionales de Latinoamérica. En ese sentido se va a potenciar la puesta en marcha de acciones a nivel regional o local que permitan la consolidación y expansión de  procesos existentes de cohesión social o territorial o el desarrollo de nuevas políticas destinadas a promover los siguientes objetivos: 

— El desarrollo económico y el apoyo a la creación de empleo.

— La provisión de servicios básico para la población (por ejemplo, educación a asistencia sanitaria).

— La participación ciudadana en los distintos procesos, haciendo especial hincapié en la participación de jóvenes y mujeres.

Un elemento a tener en cuenta al valorar estas acciones será la posibilidad de que las mismas puedan ser repetidas en otras ciudades y territorios de Latinoamérica. Además se financiarán en el marco de este programa acciones específicas de apoyo técnico.

2. URBAN (aunque su nombre real es Iniciativa Urbana se sigue denominado así por su antecesor, el programa URBAN)
Como el objetivo de estas charlas es proporcionar información que permita conocer qué obligaciones impone y qué posibilidades ofrece la Unión a los entes locales, hemos querido recoger aquí el programa URBAN, cuya convocatoria acabó el pasado 30 de enero y que no incluimos en el informe anterior por lo limitado de su participación.

En el nuevo periodo de programación de los fondos comunitarios 2007-2013 se ha previsto reforzar la estrategia de desarrollo local y urbano siguiendo las directrices comunitarias de la política de cohesión, especialmente teniendo en cuenta la Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo sobre Política de cohesión y ciudades: la contribución urbana al crecimiento y el empleo en las regiones (COM (2006) 385 final, de 13 de julio de 2006).

Con el fin de dar continuidad a la provechosa experiencia obtenida por el desarrollo de la Iniciativa Comunitaria URBAN y los Proyectos Pilotos Urbanos desde el año 1994, la Administración General del Estado, a través de la Dirección General de Fondos Comunitarios, va a actuar dentro de cada Programa Regional a través de una nueva Iniciativa Urbana (URBAN) en el Eje 5 para las regiones Convergencia, Phasing Out y Phasing In, y en el Eje 4 para las regiones Competitividad regional y empleo. 

Se trata de un programa que tiene como objetivo la puesta en marcha de estrategias innovadoras de regeneración urbana que, mediante un enfoque integrado que contemple los aspectos sociales, económicos y medioambientales, favorezcan un desarrollo urbano sostenible de acuerdo a los principios estratégicos de las políticas comunitarias.

Ámbitos de actuación:
Los proyectos afectarán a zonas urbanas de ciudades que tengan una población de más de 50.000 habitantes o a capitales de provincia que no alcancen dicha cifra de población. Las zonas de actuación seleccionadas deberán cumplir una serie de requisitos como un fuerte índice de desempleo, alto nivel de pobreza o exclusión, elevado nivel de criminalidad, etc. Este Programa es por tanto la continuación del Programa URBAN que ya benefició en su versión 2006 a un número importante de ciudades españolas y entre ellas a Zaragoza y Teruel.

¿Cómo se participa en la Iniciativa Urbana (URBAN)?

Las propuestas deben presentarse a la:

Dirección General de Fondos Comunitarios

Ministerio de Economía y Hacienda

Pº de La Castellana, 162 – plta. 19

28071 MADRID
La propuesta debe incluir los siguientes documentos:

1. Carta de solicitud (en papel del ayuntamiento), firmada por el alcalde de la localidad y dirigida al Director General de Fondos Comunitarios, que determine de manera explícita la disponibilidad de fondos por parte del ayuntamiento para asumir la cofinanciación del proyecto. Además, debe poner de manifiesto de forma expresa que el Ayuntamiento dispone de un equipo técnico conocedor de la reglamentación y normativa tanto nacional como comunitaria sobre fondos europeos en lo relativo, especialmente, a: contratación pública, medio ambiente, igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, elegibilidad del gasto, información y publicidad y otras materias necesarias para cumplir correctamente con la legislación vigente. Asimismo deberá indicarse que el Ayuntamiento se encuentra al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la seguridad social en el momento de presentar su propuesta de solicitud.

2. Certificado de la autoridad competente de que las actuaciones del Proyecto dentro de la zona elegible no afectan a ningún lugar de interés comunitario que forme parte o vaya a formar parte de la Red Natura 2000.

3. Memoria del proyecto, que deberá mostrar claramente un mapa y los aspectos que definen la zona de actuación sobre todo teniendo en cuenta los criterios por las que han de seleccionarse estas áreas, que deben ser al menos tres de los siguientes: 

— Fuerte índice de desempleo.

— Débil tasa de actividad económica.

— Alto nivel de pobreza y exclusión.

— Necesidad de reconversión resultante de dificultades económicas y sociales.

— Elevado número de inmigrantes, minorías étnicas o refugiados.

— Bajo nivel educativo, importante déficit de cualificaciones y elevado índice de abandono escolar.

— Nivel elevado de criminalidad y delincuencia.

— Tendencias demográficas precarias.

— Degradación medioambiental de la zona.

La propuesta debe contener un análisis socioeconómico de la zona, con contenidos relacionados con población y su distribución, nivel educativo de los habitantes de la zona, mercado de trabajo, distribución y localización de la actividad económica, caracterización del transporte y comunicaciones, situación del parque de viviendas y de la infravivienda, características de núcleos de población con conflictos de situación social, colectivos marginales, etc. Las propuestas que se remitan deberán recoger cómo se adecua la estrategia seleccionada por el municipio a las siguientes cuestiones:

— Los objetivos y prioridades comunitarios establecidos en materia de desarrollo sostenible en la Agenda de Lisboa, el Consejo Europeo de Gotemburgo, la Comunicación de la Comisión al Consejo Europeo y al Parlamento sobre Política de cohesión y ciudades: la contribución urbana al crecimiento y al empleo en las regiones (COM (2006) 385 final), la Carta de Aalborg (Agenda 21) y la Carta de Leipzig sobre Ciudades Europeas Sostenibles de mayo de 2007.

— La cooperación intensa con los agentes económicos y sociales a la hora de diseñar la estrategia elegida.

— La coherencia del proyecto con las políticas europeas sobre medioambiente, fomento del empleo, igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

— La complementariedad con otras actuaciones previstas en la zona, tanto confinanciadas con fondos europeos como desarrolladas desde las distintas administraciones públicas (general, autonómica o local).

La descripción de las actuaciones a realizar con cargo al Proyecto se basará en una exposición de los objetivos que el municipio persigue con cada actuación concreta en relación con la estrategia y la problemática presentada. A modo orientativo se han de agrupar las actuaciones concretas dentro de las siguientes áreas temáticas, señalando en cada una de ellas los beneficiarios a los que van destinadas y los criterios de selección de dichas actuaciones:

— Investigación, Desarrollo tecnológico e Innovación.

— Sociedad de la información.

— Fomento de la integración social y la igualdad de oportunidades.

— Medioambiente urbano y reducción y tratamiento de residuos.

— Desarrollo del tejido económico: acciones a favor del empleo, de la actividad empresarial y, en particular, de las PYMES y las microempresas.

— Turismo.

— Accesibilidad y movilidad.

— Transporte y Comunicaciones.

— Fomento del uso más eficaz de la energía.

— Cultura y Patrimonio.

— Infraestructuras de servicios.

— Formación profesional.

— Información y publicidad.

— Gestión y asistencia técnica.

3. Energía inteligente para Europa (2007-2013)

El objetivo de este Programa es contribuir al desarrollo y uso seguro y sostenible de la energía en la Unión mediante el desarrollo de acciones destinadas a: 

— Fomentar la eficiencia energética y la utilización racional de los recursos energéticos (SAVE).

— Promover fuentes de energía nuevas y renovables, y fomentar la diversificación energética (Altener).

— Promover la eficiencia energética y el uso de fuentes de energía renovables en el transporte (STEER).

Este Programa surgió en al año 2003 y entre sus objetivos define proveer de los elementos necesarios para el desarrollo de la sostenibilidad en las regiones y las ciudades así como para la adopción de medidas legislativas relacionadas con los objetivos estratégicos en este ámbito. Dicho de forma más concreta, este Programa permite financiar por ejemplo proyectos para poner en marcha medidas que impliquen la aplicación de normativa comunitaria relacionada con el uso eficiente de la energía, así en el marco del mismo se han financiado medidas de aplicación de la Directiva de eficiencia energética de los edificios.

La convocatoria del año 2008 tiene prevista su publicación en febrero y contará con una dotación financiera de unos 50 millones de € para la co-financiación de proyectos de promoción de energías renovables. Está previsto que el porcentaje de co-financiación llegue al 75% del gasto. Entre los objetivos más concretos de este Programa podemos hablar de promover el desarrollo de las comunidades locales y regionales energéticamente sostenibles, o dicho de otro modo, conseguir que las autoridades de estas comunidades prediquen con el ejemplo.
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